Versión Taquigráfica que forma 


Comisión de Hacienda parte del Acta N*70 


SISTEMA TRIBUTARIO 


Reunión celebrada el día 26 de julio de 2006 


SEÑOR PRESIDENTE (Pérez González).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de Escribanos del 
Uruguay, integrada por las escribanas Rosa Ana Lombardi, Ana María Ramírez y Lydia López, y el 
escribano Gerardo de los Reyes. 


Hemos recibido el material que nos enviaron y lo hemos distribuido a los miembros de la Comisión. Además, 
ahora nos han entregado creo que el mismo material. 


SEÑOR DE LOS REYES.- En primer término, queremos agradecer a los integrantes de la Comisión 
de Hacienda que nos permiten expresar las consideraciones que nos merece el proyecto de ley de 
reforma tributaria y nos posibilitan participar, a los efectos de dar nuestra opinión al respecto. 


La Asociación de Escribanos del Uruguay, cuya representación tenemos en este caso, nuclea al 95,7% de los 
escribanos de todo el país, y se presenta ante ustedes en tanto institución que tiene un compromiso y una 
responsabilidad social que cumplir. Los escribanos cumplimos una función que tiene que estar cerca y en 
contacto directo con la gente, y en particular con un área muy sensible, como el sector del mercado 
inmobiliario. En ese sentido es que queremos hacer públicas nuestras reflexiones acerca de este proyecto a 
estudio de la Comisión. 


Voy a hacer una pequeña reflexión acerca de la función social que cumple el escribano y las razones por las 
cuales estamos vinculados con el área que va a ser objeto de tratamiento por parte de mis colegas en el 
desarrollo de las expresiones que vamos a verter en Sala. 


Entre sus cometidos, el escribano tiene que contribuir a dar una seguridad jurídica preventiva, y la da en el 
sentido de que, como dice Juan Vallet de Goytisolo, la salud social en el ámbito jurídico del Estado de 
derecho no solamente se logra o se obtiene por medio de la resolución de los conflictos o de las controversias 
en la sede judicial, sino procurando que esas contiendas o conflictos no se produzcan. De manera que el 
profesional de derecho, escribano, tiene la función social de evitar que se produzcan los conflictos para que 
no lleguen a constituir una contienda que necesite la intervención del Poder Judicial. Por eso, en tanto 
profesional de derecho, el escribano colabora con el Estado para dar la seguridad jurídica preventiva y, 
además, cumple una función de contralor del principio de legalidad consagrado en la Constitución y en el 
Código Civil, y ejerce una función de controlador de tributos y agente de retención y de percepción, así como 
de liquidador de distintos impuestos. 


Es por eso que, con la relación que tiene el escribano con todo el sector de las trasmisiones patrimoniales en 
el área inmobiliaria, entendemos que las reflexiones que podamos aportar en cuanto al conocimiento y a la 
experiencia en ese mercado pueden ser positivas. 


Sin ingresar al análisis filosófico político del proyecto de ley que está a estudio de esta Comisión, queremos 
hacer notar algunos aportes y realizar algunas contribuciones que, desde nuestro punto de vista, pueden evitar 
que se corran riesgos que puedan perjudicar y hacer que no se cumplan algunos de los objetivos que han sido 
puestos de manifiesto en la exposición de motivos de este proyecto. Es decir, lograr una mayor equidad en 
cuanto a la relación directa entre la capacidad contributiva y la carga tributaria de cada sujeto pasivo 


contribuyente, dar una mayor eficacia, lograr una menor elusión o evasión en el pago de tributos y, además, 
impulsar el estímulo a la inversión y al empleo. 


Por esa razón, expresamos nuestra profunda preocupación por algunos de los artículos del proyecto de ley y, 
si el señor Presidente lo entiende apropiado, vamos a comenzar a desarrollar el tema, por su orden, por parte 
de las escribanas Lombardi, López y Ramírez. 


SEÑORA LOMBARDI.- Como bien decía el escribano De los Reyes, nuestra Asociación, como gremio 
que nuclea a profesionales del derecho, colaboradores permanentes del Estado dotados de fe pública 
para la defensa y la seguridad jurídica, entiende que es nuestro deber y nuestro derecho señalar 
algunos aspectos del proyecto de reforma tributaria que colidirían con los objetivos expresamente 
establecidos de equidad, eficiencia del sistema e incentivo de la inversión productiva y del empleo. 


En tal sentido, en primer lugar, creemos que no es conveniente la aplicación de una mayor carga fiscal sobre 
la circulación de bienes, porque traería aparejado un eventual efecto de desestímulo de la inversión, 
desocupación en el sector de la construcción y disminución en las transacciones, sobre todo relativas a bienes 
inmuebles. 


Pero lo que más nos preocupa en ese sentido -con relación a la normativa específica prevista en el proyecto- 
es la aplicación del impuesto a la renta sobre los incrementos patrimoniales. En este caso, se está dejando al 
arbitrio de las partes la fijación del monto imponible del impuesto. El mismo sujeto pasivo es quien está 
determinando el monto imponible, es decir, que está fijando el precio del bien. Entendemos que esto inducirá 
a las partes -por supuesto sin el conocimiento y sin el consentimiento del escribano actuante- a tratar de 
establecer un valor inferior, a los efectos de que en la liquidación del impuesto pague lo menos posible. 


En tal sentido, pensamos que este proyecto colidiría con la transparencia del mercado y la seguridad jurídica 
tanto en materia registral como de contratación en general. Creemos que en esos ámbitos se vería fuertemente 
afectada esa transparencia. Asimismo, entendemos que como consecuencia de esto se produciría lo que 
podríamos llamar una desbancarización en las operaciones y en la negociación de trasmisión de bienes. A 
efectos de evitar la posterior comprobación de los fondos destinados efectivamente a la adquisición de los 
bienes, se produciría una desbancarización que haría que el sistema financiero sufriera perjuicios. Creemos 
que eso también va en contra de la aspiración del equipo económico e, inclusive, de lo manifestado por 
AEBU en su informe sobre esta reforma tributaria. 


SEÑOR CARDOSO (José Carlos).- Quiero saber si entendí bien la queja que plantean, además de la 
inicial con respecto al ajuste fiscal. En cuanto al incremento del valor patrimonial del bien, si una casa 
es sometida a una reforma o a una ampliación, eso provoca un incremento del valor patrimonial del 
bien. Ustedes dicen que en la transacción futura lo que va a pasar entre las partes es que van a bajar el 
precio del bien o van a hacer un arreglo extra contrato respecto al valor real del bien, y en el contrato 
el bien no va a aumentar de valor para no pagar la tasa que se aplica por el incremento al valor entre la 
compra y la venta. 


SEÑORA LOMBARDI.- Es así. El ejemplo es válido. Pero no solo sabemos que los incrementos 
patrimoniales se dan por aumentos de valor realmente efectivizados por la ampliación o reforma de un 
inmueble. Como todos sabemos, muchas veces nuestro mercado sufre variaciones caprichosas que 
inclusive no tienen que ver con nuestra realidad económica sino con una fluctuación por la fijación en 
una moneda que no es la nuestra. Hay una serie de factores que inciden en la valoración de un bien en 
determinado momento. Es decir que son varias las consideraciones a este respecto. No necesariamente 
debió haber habido una inversión efectiva en ese bien para aumentar su valor sino que también pudo 
haber variaciones caprichosas del mercado. En el curso de períodos no muy largos podemos ver que un 
mismo bien ha tenido precios muy diferentes de una etapa a la otra. 


Nuestra Asociación hace propuestas concretas a efectos de evitar lo que entendemos que sería perjudicial y, 
en ese sentido, propone eliminar el precio como valor de referencia en la determinación del monto imponible. 
Por supuesto que sugerimos otras variantes. En el caso de que no se considere posible excluir de este 
proyecto de ley la imposición sobre este tipo de operaciones, proponemos la sustitución del Impuesto a la 
Renta sobre el incremento patrimonial por un aumento en la tasa actual del Impuesto a las Trasmisiones 


Patrimoniales, a cargo de la parte enajenante. Este es un impuesto de clara percepción, de recaudación 
efectiva en el que los escribanos actuamos como agentes de retención, de nula evasión, y es liquidado sobre 
valores reales fijados por el propio Estado. En ese sentido, creemos que es el impuesto que más se ajusta a 
esta realidad. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Toda la explicación está siendo muy clara. ¿Entonces ustedes consideran 
necesario aumentar el Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales? La escribana Lombardi ha 
planteado un aumento a este impuesto a cargo del vendedor. ¿Esto es porque ustedes consideran que 
sería bueno que eso ocurriera o porque están pensando que de esa manera se sustituiría la recaudación 
que se buscaría a través de este mayor peso tributario sobre el área de los inmuebles? 


SEÑOR DE LOS REYES.- Quiero contestar la duda planteada por el Diputado Amorín Batlle. 


Para evitar el riesgo que puede surgir en cuanto a la afectación de la seguridad jurídica, de la transparencia 
del mercado, de la posible desbancarización que esto podría ocasionar teniendo en cuenta mercados en los 
cuales está vigente este tipo de imposiciones -ese ejemplo ha sido negativo-, la propuesta de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay es eliminar como valor de referencia para el cálculo del Impuesto de la renta al 
Incremento Patrimonial el precio fijado por las partes. En virtud de que el Poder Legislativo pueda sostener 
que es inevitable, por algún tipo de afán recaudatorio, la imposición de algún impuesto sustitutivo, veríamos 
como algo que no afectaría la transparencia del mercado -y que al día de hoy tiene una eficacia comprobada y 
reconocida por ser un tributo que ya existe- la imposición ya existente de aumento de esa tasa. No es que 
nosotros hagamos la propuesta sino que planteamos -creo que ha quedado claro- la eliminación del precio 
como valor de referencia para el cálculo del impuesto. También proponemos -la escribana Lombardi lo 
explicará a continuación- que sí se insiste en la posibilidad de dejar vigente el Impuesto al Incremento 
Patrimonial, se fije sobre valores objetivos y no subjetivos que deban ser establecidos por las partes. 


SEÑORA LOMBARDI.- Al inicio de la exposición sobre estos temas establecimos como principio que 
no queríamos una mayor carga fiscal en todo lo que tuviera que ver con las trasmisiones patrimoniales. 
La premisa básica era esa. El desarrollo, como consecuencia de lo que está proyectado, fue el que 
acabamos de exponer. 


Como bien decía el escribano De los Reyes, en el caso de que según la filosofía del proyecto se entienda que 
lo que se quiere gravar es el incremento patrimonial, insistimos en la necesidad de que ese incremento se 
considere en relación a valores fiscales objetivamente establecidos por el Estado en base a parámetros que se 
determinarán, sin dejarlo al arbitrio de la voluntad de las partes. 


Con respecto a este tema hay algunas puntualizaciones que tienen que ver con la normativa proyectada y las 
deducciones previstas a los efectos de considerar el incremento patrimonial. En ese sentido, creemos que 
deben incluirse dentro de las deducciones posibles los honorarios profesionales resultantes de la operación de 
adquisición del bien de que se trate al momento de determinar el incremento patrimonial. Creemos que esto 
estaría de acuerdo con el espíritu de la ley por cuanto están contemplados en el caso del cálculo de la renta 
sobre arrendamientos; en ese caso, está contemplada la deducción por honorarios profesionales de la 
contratación. Es decir que el espíritu sería coincidente, así como también el descuento del Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales abonado en el momento de la adquisición. Este impuesto se abona un 2% por la 
parte adquirente y un 2% por la parte enajenante en cada operación de compra-venta. El proyecto de ley 
prevé que se descuente el impuesto que se paga en el momento de la venta pero no considera el descuento 
que ya se pagó en el momento de la compra. Por tanto, allí habría un caso de doble imposición y ambos 
deberían descontarse a los efectos del cálculo del incremento patrimonial. Esta es una puntualización con 
respecto a las deducciones. 


SEÑOR ASTI.- El interés de la Administración y, obviamente, la filosofía de este proyecto de gravar 
como renta de capital los incrementos patrimoniales, más allá de la recaudación en sí misma. tiene el 
efecto del principio de equidad de gravar, precisamente, una de las demostraciones de capacidad 
contributiva que se hace a través de las trasmisiones patrimoniales, y en particular, cuando estas 
incrementan su valor respecto al valor original de la adquisición. Nosotros reconocemos el problema 
tal como fue planteado en primer lugar por la Caja Notarial -cuando nos visitó hace más de dos meses- 
y ahora por la Asociación de Escribanos. Nos referimos al problema que se refleja al tomar el precio de 


la operación como base de referencia para uno de los integrantes de la fórmula de cálculo del 
incremento patrimonial para ser gravado con la renta al capital de las personas físicas. 


Creemos que podríamos buscar formas de complementar las soluciones que se están planteando. En principio 
rechazamos el incremento del ITP porque eso sí sería un aumento de la presión fiscal sobre este tipo de 
operaciones sin ninguna relación con el incremento patrimonial real que puede darse en cada uno de los 
negocios. Lo que la filosofía de este proyecto intenta es gravar la ganancia que se tiene por la venta de ese 
inmueble en función de los precios de compra y de venta. Por lo tanto, también nos parece que ir 
directamente a afectar sobre valores objetivos, valores fiscales determinados, quita a la fórmula la riqueza de 
poder determinar cuando realmente hay una ganancia. Si hablamos de valores fictos no estamos generando 
un hecho de equidad en la operación, dado que simplemente estaríamos considerando valores fiscales en 
distintos momentos y no lo propio del negocio que es conseguir un buen resultado económico para el 
vendedor, que es al que la filosofía del proyecto intenta gravar como renta de capital. 


Sí estábamos de acuerdo con incluir en la misma formulación del impuesto, tal como está, otro valor de 
referencia que pueda evitar que el precio sea utilizado como fórmula de ajuste para evadir o eludir la 
imposición fiscal. Nosotros ya habíamos manejado la posibilidad y creo que habría que procurar un contacto 
con el Ministerio de Economía y Finanzas para que la evalúe. El país está entrando en una etapa 
actualización de valores catastrales con convenios entre la Dirección Nacional de Catastro y el Congreso de 
Intendentes; ya hay acuerdos firmados con fecha determinada para hacer la evaluación catastral 
correspondiente en Montevideo y Canelones, y en poco tiempo se continuará en el interior del país. Es decir 
que podremos tener valores de catastro actualizados. Entonces, se incluirían dentro de esa fórmula, como 
límite inferior, los valores catastrales multiplicados por algún coeficiente que lleven al valor del mercado 
teniendo en cuenta que los valores catastrales son, en general, un 80% del valor venal. Por lo tanto, 
manteniendo la fórmula en la que es el precio de la operación el que determina, por diferencia con el precio 
anterior, y liquida la utilidad de esa venta y el monto imponible de esa operación, se evitaría que se pueda 
devaluar documentalmente ese precio a los solos efectos de bajar la carga impositiva, poniendo un tope 
inferior que sea un determinado valor fiscal que, por lo menos, limite ese efecto de posible baja que tanto 
preocupa a la Caja Notarial y a la Asociación de Escribanos. Además, debemos recordar que esto forma parte 
de una cadena: quien compra por un valor depreciado, cuando venda tendrá que hacer la operación si quiere 
continuar en esa cadena de evasiones, lo que hace que sean varios los interesados por oposición de intereses 
que tengan que intervenir en un hecho tan negativo como el que se está planteando. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quiero hacer alguna precisión ante los visitantes que han venido 
preocupados y confundidos ante este proyecto; no quiero que se vayan más confundidos porque el 
compañero Asti hizo una exposición muy larga y un poco entreverada. 


Quiero que tengan bien claro que el Partido Nacional no va a votar este ajuste fiscal. No vamos a votar por 
más que compartimos los pilares de equidad y simplicidad de los que se habla en este proyecto que ha sido 
enviado por el Ministro Astori, con la firma del Presidente de la República y de los demás Ministros que 
ahora parece que no estaban de acuerdo porque ellos mismos están tratando de cambiar algo. Quiero que 
quede claro que el Partido Nacional no quiere más impuestos. No me gustó mucho la postura de ustedes al 
proponer que en vez de este impuesto se establezca otro. No; no hay que venir a decir que pongamos más 
impuestos. Hay que venir a decir claramente que esto es perjudicial y si están de acuerdo con los impuestos, 
deben expresarlo. Nosotros creemos que este es un ajuste fiscal que, como ustedes dijeron, va a aumentar la 
presión tributaria y fiscal de la gente y por eso no vamos a votarlo. 


Por tanto, quiero que trasmitan a su Asociación que el Partido Nacional no va a acompañar este ajuste fiscal. 
Lo que salga, bueno, malo o regular, será absoluta responsabilidad del Ministro Astori y de quienes lo 
acompañan. Quiero que esto les quede claro y que la próxima vez no nos propongan más impuestos. 


SEÑOR CONDE.- Hemos leído con atención las propuestas de la Asociación de Escribanos. Hay 
algunas absolutamente razonables que son una contribución al trabajo del Gobierno que sí va a 
aprobar esta reforma tributaria teniendo en cuenta muchísimas sugerencias y aportes que varias 
delegaciones -entre ellas ustedes- nos han hecho. Quiero hacer esta reflexión de carácter general para 
no desatar aquí un debate político que sería improcedente y se convertiría en un diálogo de sordos. 


Además, con esta reflexión pretendo aliviar el rezongo que les ha propinado el Diputado González 
Alvarez y decir que vamos a tomar en cuenta algunas de estas observaciones. 


SEÑORA LÓPEZ.- En el marco del análisis de cómo afectaría esta reforma al mercado inmobiliario, 
ya señaló la escribana Lombardi lo que nosotros notamos con respecto al incremento patrimonial. 


Para nuestro gremio hay dos puntos más que, principalmente, resentirían dicho mercado y serían los 
siguientes. En lo establecido dentro de las rentas de capital el hecho de que se grave el arrrendamiento, 
subarrendamiento, constitución o cesión de derechos o facultades de uso y goce de los mismos, incluyéndose 
además la facultad del Poder Ejecutivo de hacer obligatoriamente inscribibles los contratos que plasmen 
dichos actos. Estos nuevos costos se trasladarían a la negociación siendo, en la inmensa mayoría de los casos, 
los arrendatarios o beneficiarios, según el contrato de que se trate, familias que carecen de la posibilidad de 
adquirir vivienda propia. Por el lado de los propietarios, en muchos casos, con esa renta se complementan 
magros ingresos. Dichos contratos, muchas veces, ni siquiera pasan por nuestros estudios profesionales por el 
tema de los costos 


Dentro de los puntos que vemos como retracción en el mercado -finalizando las referencias a los inmuebles- 
saliendo de lo que es el IRPF, consideramos que el IVA a la primera enajenación -establecido en el 

artículo 25- es como otro aumento en el valor final; si bien reconocemos, como se expresa en la exposición 
de motivos, la intención de que esta imposición operara como un método de formalización en el ramo de la 
construcción y que no incida mayormente en la recaudación, entendemos que sí incidirá e implicará un 
traslado de precios de venta del impuesto. 


En el artículo 16 se habla de agregación de valor en la construcción, en la modalidad de administración. Esta 
es otra de las cuestiones que, a nuestro entender, también incidirá, y no debemos olvidar que es fuente de 
trabajo para muchos sectores. 


Las cooperativas también han hecho gestiones vinculadas con algunos aspectos de este artículo. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Me sumo a lo expresado por los compañeros. Es un gusto que la Comisión nos 
haya recibido para aportar un granito de arena, ya que es bueno escuchar y no hacer oídos sordos ante 
estas exposiciones, tomando las palabras expresadas por los señores Diputados. 


En cuanto al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas previsto en el artículo 7”, quiero mencionar 
especialmente una disposición. En los literales A), B), C) y D) del artículo 38 del Capítulo III, se establece 
una serie de deducciones que se realizarán a los contribuyentes. El literal A) refiere a los aportes jubilatorios 
al Banco de Previsión Social, a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Militares, a la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones Policiales, a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, a la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
de Profesionales Universitarios y a la Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones, según corresponda. El 
literal B) refiere a los aportes a DISSE y al Fondo de Reconversión Laboral, el literal C) a la prestación 
destinada al Fondo de Solidaridad, y así sucesivamente. Si analizamos las deducciones previstas en el 

literal B), comprobaremos que se refiere expresamente a los aportes a DISSE, que a nivel nacional tiene un 
sistema paralelo, que es el Sistema Notarial de Salud, al que pertenecemos los escribanos. La Caja Notarial 
de Seguridad Social hace más de sesenta años que funciona en el país, y los escribanos deducimos un 18,5% 
de nuestros honorarios para aportarle, y un 3% al Sistema Notarial de Salud. 


Si uno de los pilares fundamentales de esta reforma, expresados en la exposición de motivos es la equidad, 
tanto horizontal como vertical, la propuesta de la Asociación de Escribanos del Uruguay es que se contemple 
la situación de los escribanos y de los empleados que hoy aportan a la Caja Notarial. Por lo tanto, sugerimos 
que en el literal B), cuando se refiere a los aportes a DISSE y al Fondo de Reconversión Laboral, se agregue 
"y los aportes de activos y pasivos al Fondo Sistema Notarial de Salud, previsto por el artículo 35 de la Ley 
N? 17,347, de 20 de diciembre del 2001". Es importante señalar que nuestro Sistema Notarial de Salud es 
solidario, igualitario y trata de la misma forma a todos sus aportantes. Además, ha significado un patrimonio 
que se ha trasmitido por generaciones, desde 1941. 


Por otro lado, nos queremos referir a la situación de los pasivos. Desde el punto de vista fiscal, renta es el 
producido económico derivado de bienes, derechos y actividades aplicadas a la función productiva regular. 
Por lo tanto, de ninguna manera la pasividad encaja en el concepto de renta; en todo caso, hasta tendría que 


cambiarse la denominación del impuesto. De acuerdo con el diccionario, la pasividad es la prestación social, 
y también ha constituido un patrimonio del país a través de la aplicación de la Ley_N* 16.713, que reguló lo 
que corresponde al Banco de Previsión Social, y de la Ley_N* 17.437, en lo que se refiere a nuestra Caja 
Notarial. 


Estamos convencidos de la naturaleza de la prestación; si pudiéramos ubicar la pasividad en una categoría 
jurídica específica, sería una especie de seguro social. 


En este sentido, nos sumamos a lo expresado por la Caja Notarial de Seguridad Social y los afiliados a la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios y planteamos que el mínimo no imponible 
sea el equivalente a 120 Unidades de BPC, que hoy representarían $ 14.820, que se admita la opción de 
liquidar el impuesto considerando el núcleo familiar, que se admita una deducción por gastos de salud y 
supervivencia del 15% de los ingresos brutos, que se aplique una alícuota única del 10% para los ingresos 
gravados y que este régimen se aplique a los jubilados y pensionistas de todos los institutos de seguridad 
social del país. 


SEÑOR DE LOS REYES.- En primer lugar, queremos hacer una aclaración, que quizás debió 
realizarse antes. 


La Asociación de Escribanos del Uruguay es un gremio; nuclea a profesionales, pero no es un gremio de 
privilegiados, y para demostrarlo basta señalar un par de datos que, quizás, puedan contribuir a aclarar esta 
confusión. En 1943 había en todo el país 710 escribanos ejerciendo la profesión, mientras que en 2006 hay 
más de 6.500, cuando la cantidad de trabajo profesional y de actuaciones notariales se ha mantenido 
constante o a la baja. A lo expresado por la escribana Ana Ramírez, debo agregar que en los últimos años 
ingresan a la matrícula promedialmente más de 250 escribanos por año, y en los últimos cinco años se han 
acogido a la jubilación un promedio de 54. Esto hace que la profesión notarial haya dejado de ser la única 
actividad; así es que primero pasó a ser la actividad principal complementada por otras, y después una 
ocupación secundaria. Sin perjuicio de esto, nosotros, como escribanos, tenemos que realizar aportes, 
reflexiones y contribuciones porque el ejercicio de la profesión notarial está directamente vinculado con 
sectores de mucha sensibilidad social, como el inmobiliario, que todos sabemos no solo se restringe a las 
trasmisiones patrimoniales inmobiliarias, sino que tiene que ver con cooperativas de vivienda, con la 
industria de la construcción y con todos los trabajos y servicios que están directa o indirectamente 
relacionados con esa actividad. 


Por esa razón, colaboramos y quedamos a vuestra disposición. En ese sentido, queremos dejar expresa 
constancia de que en 2001, la Asociación de Escribanos del Uruguay suscribió un convenio con la Cámara de 
Representantes para colaborar y cooperar recíprocamente en todos aquellos casos en que existan dudas, para 
que la opinión de los escribanos sea tenida en cuenta, como profesionales de derecho, en todos los proyectos 
de ley que requieran nuestra actuación. Les agradecemos que nos hayan recibido y valoramos sus aportes. 
Tenemos en cuenta las contribuciones que se han vertido en Sala en el día de hoy y quedamos a vuestra 
disposición para el caso de que sea necesaria nuestra comparecencia. 


Solicitamos que el informe que hemos entregado a la Presidencia en soporte papel y en CD pueda formar 
parte de la versión taquigráfica a los efectos ilustrativos. 


SEÑOR ASTI.- Creo que la exposición de la escribana Ramírez sobre el seguro de salud notarial fue 
muy clara y demuestra una equivalencia importante con otros regímenes de prestación de salud 
públicos, con las mismas características: obligatoriedad y universalidad, solidaridad y reparto. La 
progresión de los montos que se aportan es en función de los honorarios que se devengan. 


Por lo tanto, vamos a trasladar esta inquietud al Ministerio de Economía y Finanzas, para ver si es posible 
establecer un tratamiento similar al que tienen los descuentos por DISSE, por la similitud y equivalencia de 
ambos aportes. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Es muy bueno el aporte que ha traído la delegación; su posición ha 
sido muy bien explicada por ustedes y también es muy clara la documentación que nos han dejado. 
Compartimos prácticamente todo lo que ustedes dicen. 


Sobre el tema de la salud, estamos convencidos de que el Gobierno tendrá que aceptar la sugerencia que 
nuestros invitados plantean, de manera que pueda estar en las deducciones. 


En cuanto a las pasividades, compartimos que no deben ser gravadas en nada, absolutamente en nada, porque 
la pasividad es un ingreso y no una renta; es una devolución que está haciendo el Estado. Lógicamente, para 
el caso de que no hubiera más remedio, ustedes plantean algunas alternativas menos dolorosas que el ajuste 
fiscal que estamos estudiando. 


Nosotros vamos a tratar de defender la postura de ustedes. Ya compartíamos que las jubilaciones no deben 
estar gravadas, pero, como ustedes dicen, si el Gobierno con sus votos insiste, trataríamos de que esto fuera 
menos gravoso y de contemplar algunas de las consideraciones que se han hecho. 


Creemos que el documento es importante y la Presidencia ha dispuesto que se incluya como anexo a la 
versión taquigráfica. 


SEÑOR DE LOS REYES.- Queremos reiterar nuestro agradecimiento a los señores Diputados y hacer 
una última referencia acerca del reclamo general de que el monto mínimo no imponible es 
excesivamente bajo, por lo que proponemos que se eleve, teniendo en consideración que el 100% del 
ingreso de los escribanos es absolutamente cristalino y tiene un contralor legal. Además, 
propondríamos incluir en el artículo 38 del sistema notarial de salud el descuento de los honorarios 
profesionales, lo que eventualmente puede provocar una mayor formalización del sistema. Nosotros ya 
tenemos formalidad por la cristalinidad de la cual hablaba, pero también puede ser una contribución 
la posibilidad de la deducción de los honorarios profesionales establecida en el artículo 38. 


Les agradecemos muchísimo todas las consideraciones que les ha merecido nuestro aporte y quedamos a 
vuestras órdenes para lo que estimen oportuno. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay.- Ocupa la Presidencia el señor 
Representante Gandini) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas por llegar tarde. Tuve que comparecer ante la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración para exponer sobre un proyecto de mi 
autoría. 


Quiero comunicar que se encuentra ya presente la delegación de la Asociación de la Industria Frigorífica del 
Uruguay, pero para tratar un asunto previo, vamos a dar la palabra al señor Diputado Brenta. 


SEÑOR BRENTA.- En nombre de la bancada del Frente Amplio, queremos hacer un planteo respecto 
a la situación que se ha producido y que es de público conocimiento, con relación a la cooperativa 
CACFU, que ha comparecido en varias oportunidades en este ámbito, con relación al proyecto de 
consolidación de adeudos que está a consideración de esta Comisión. 


Dado que han existido denuncias públicas desde nuestro punto de vista graves -y ahora también hemos 
accedido a una declaración de COFE, en la que se hace referencia a esta cooperativa- y que la Auditoría 
Interna de la Nación tiene el registro y, por tanto, la responsabilidad del control de estas instituciones 
cooperativas, nos parece de orden que la Comisión elabore un pedido de informes, y así lo estamos 
planteando. Nosotros haríamos una propuesta dirigida a la Auditoría Interna de la Nación, a los efectos de 
acceder a información respecto a esta cooperativa -integración, fecha de conformación, estatutos y otros 
datos que se consideren necesarios-, en virtud de que reconocemos que la situación de fondo sin duda existe. 
Es una situación grave que involucra a muchos funcionarios públicos y no públicos. Nos parece bueno que 
esta situación se dilucide, que la información se haga pública respecto a su origen y que intervengan las 
autoridades competentes en la materia. En ese sentido, en el correr de estos días -en la sesión de hoy y en la 
próxima-, vamos a elevar un pedido de informes dirigido a la Auditoría Interna de la Nación, relativo a esta 
cooperativa, y esperamos que esta solicitud sea compartida por el conjunto de la Comisión y, por lo tanto, se 
le incorpore la totalidad de los elementos que los Diputados entiendan necesarios. 


SEÑOR POSADA.- Compartimos plenamente la idea de elevar un pedido de informes. 


Al margen de eso, dada la gravedad del asunto, creo que tenemos que pedir que la Auditoría Interna de la 
Nación ejerza su función de control específicamente en esta situación, a fin de dar la mejor respuesta a la 
ciudadanía por aspectos inherentes a ella. Estamos ante una situación realmente grave, alimentada desde hace 
mucho tiempo sobre la base de la expectativa y la necesidad de la gente. En todo caso, se trata de una 
cooperativa que aparentemente cumplió -digo aparentemente, porque no me consta en lo personal, pero en 
los hechos parece que hubiera cumplido con todos los requisitos formales-, pero resulta que el descuento a 
los funcionarios públicos se hacía por la vía de distintas entidades públicas: Intendencias, entes autónomos, 
servicios descentralizados. Las cifras que están detrás de esto -de acuerdo con la información que provee el 
diario "La República", al que hacía mención el señor Diputado Brenta, que fue quien me dio el dato- son 
millonarias en dólares. Si nos remitimos a la cifra más baja, que involucra a siete mil adherentes a un costo 
de $ 600 -ahora parece que cobraban $ 1.500-, estaríamos hablando de un cuarto de millón de dólares. Todos 
estos aspectos son muy preocupantes. 


Me alegro que haya una declaración de COFE en este sentido, pero debemos recordar que cuando se hizo 
presente la que ahora no es una damnificada sino una empresaria, que formalmente constituyó esta 
cooperativa, lo hizo acompañada por una de las principales dirigentes de COFE. Todos estos hechos ameritan 
que sean indagados por la Auditoría Interna de la Nación, sin perjuicio de que elevemos un pedido de 
informes, que en todo caso corresponde, porque nos permitiría contar con la información de primera mano. 
Me parece que tendríamos que buscar un mecanismo rápido para que la Auditoría Interna de la Nación 
tomara cartas en el asunto e hiciera las investigaciones del caso para saber qué pasa con esta cooperativa. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Acompaño la propuesta del señor Diputado Brenta, porque se 
trata de un problema muy importante, que persiste, es notoriamente conocido por todos nosotros e 
involucra a miles de funcionarios públicos. 


Todos tuvimos que sobrellevar las dificultades del tratamiento de este proyecto de ley que llegó a la 
Comisión, así como las presiones que se hicieron respecto a él. Dicho proyecto contaba con la aprobación 
unánime del Senado, lo que generó una expectativa aún mayor en la Comisión. Es bueno que esto conste en 
la versión taquigráfica, porque tuvimos ácidos debates con algunos de los invitados que patrocinaban el 
proyecto, que no midieron su opinión respecto a las críticas a esta iniciativa y a nuestras actitudes. Se puso en 
tela de juicio la actitud de muchos integrantes de la Comisión, más allá de los partidos. Se nos preguntó qué 
intereses encubiertos podíamos tener para no avanzar en el proyecto. Especialmente, recuerdo la crítica que 
se hizo al señor Diputado Conde en esta Comisión. En aquel momento dijimos que estábamos de acuerdo con 
las preguntas planteadas por el señor Diputado Conde. De alguna manera, el proyecto y la Comisión estaban 
siendo utilizados para librar una batalla de otras características. 


Mi interpretación apunta a que, en primer lugar, hemos analizado con prudencia el proyecto. Fuimos 
prudentes, más allá de todas las expectativas generadas. 


En segundo término, todos entendemos que el problema existe, más allá de que esta sea una mala salida. Tal 
vez todos los Partidos políticos integrantes de esta Comisión tengamos que elaborar un proyecto con 
determinadas garantías, a fin de recomponer el camino al revés para que finalmente llegue al Senado, si la 
Cámara lo hace suyo. Me comprometo a trabajar para buscar una solución porque, notoriamente, el problema 
existe y la angustia de los funcionarios públicos fue utilizada con otros fines. 


SEÑOR ASTI.- La prórroga de este tema fue solicitada por nuestra bancada hace unas cuantas 
sesiones porque, de su análisis, surgían dudas al respecto, inclusive muy anteriores a la aparición de la 
declaración de COFE y a la publicación del diario "La República". 


Coincidimos con el señor Diputado José Carlos Cardoso respecto al endeudamiento de los funcionarios 
públicos -así como del resto de los funcionarios-, por lo que debemos buscar soluciones para atacar el fondo 
del problema sin necesidad de utilizar este recurso previsto en el proyecto de ley aprobado por unanimidad en 
el Senado. 


Obviamente, consideramos que en la solicitud del pedido de informes deben constar los controles que la 
Auditoría Interna de la Nación ha hecho y qué resultados han tenido, desde el nacimiento de la cooperativa 
hasta hoy. Si no se han hecho, esto debe servir como un llamado para que se hagan en este caso en particular. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Comparto lo expresado por el señor Diputado José Carlos Cardoso. 
El problema existe, independientemente de que esta cooperativa haya sido bien o mal habilitada, haya 
actuado bien o mal, estafe o no. Comparto la necesidad de elevar un pedido de informes para estar 
bien informados y para que no nos enteremos solamente a través de la prensa. Sin embargo, lo que 
pudo existir o no con sus directivos es aparte; el problema del endeudamiento es real y abarca a miles 
de funcionarios públicos y de otros trabajadores que buscan una solución. Por eso, debemos seguir 
adelante. En ese sentido, estamos dispuestos a trabajar, pero desde un principio dijimos que no íbamos 
a aprobar el proyecto remitido por el Senado. 


Compartimos muchas de las cosas que nos dice COFE. Ellos dicen que el Estado, o sea el Banco de la 
República, debe adoptar un papel protagónico, lo que compartimos, y que los intereses deben bajar. Este fue 
uno de los primeros temas que, en su momento, pusimos sobre la mesa -recuerdo que el señor Diputado 
Conde estaba de acuerdo- y expresamos que no podíamos autorizar esas tasas de interés. Después está el 
asunto que también nos plantearon las cooperativas de consumo, en el sentido de que la persona que se acoja 
a un tipo de consolidación de deuda, quedaría fuera de nuevos créditos. Entonces, habría que buscar alguna 
solución. 


Pienso que esta Comisión debe seguir adelante en la búsqueda de la solución para los endeudados. 


Entonces, propongo que este tema no se saque del orden del día y sea considerado inmediatamente después 
del tratamiento de la reforma tributaria. El señor Diputado Mujica ya planteó algunas alternativas al proyecto 
que vino del Senado. Vamos a ver si nos decidimos e incorporamos otras a fin de dar una respuesta a los 
miles de endeudados. Muchos de ellos, en su desesperación, entraron en esta solución facilista que proponía 
esta cooperativa CACFU, que hoy en día, según los dichos de prensa, está cuestionada. 


Nosotros tenemos la obligación de legislar para los endeudados. Por lo tanto, nuestra postura es seguir con 
este tema a posteriori de la reforma tributaria. 


SEÑOR POSADA.- Sigo pensando que el proyecto que vino del Senado debe ser archivado. Creo que 
es lo más sano que podemos hacer. 


Considero que el problema existe verdaderamente y que hay que buscar una solución dentro de la estructura 
del Estado uruguayo, en particular la del Banco de la República, a fin de tratar estos temas. Me refiero, 
básicamente, a la División de Crédito Social. Algunos legisladores del Frente Amplio, como el señor 
Diputado Conde, hicieron algunas propuestas concretas. 


Al mismo tiempo, creo que esa instancia futura es absolutamente independiente a este proyecto. Inclusive, 
hasta por la imagen del propio Parlamento, pienso que este proyecto debiera ser archivado rápidamente. 


SEÑOR BRENTA.- En primer lugar, quiero establecer el mecanismo a los efectos de que la Comisión 
apruebe rápidamente la solicitud del pedido de informes, incluyendo las inquietudes planteadas por el 
señor Diputado Posada. Entre hoy y mañana, nos comprometemos a hacer circular una propuesta 
entre los miembros de la Comisión, a la que se puede agregar las consultas que se desee, a fin de que 
sea enviada lo más rápidamente posible. 


¿Estamos de acuerdo? 


(Apoyados) 


Bien. 


En segundo término, quiero trasmitir que la bancada del Frente Amplio está trabajando en una propuesta 
alternativa al proyecto que está a consideración de la Comisión, en el marco de un mecanismo de 
consolidación de adeudos, pero desde la óptica de una participación central y protagónica del Estado. Dicho 
proyecto aún no está finalizado y lo presentaremos en su oportunidad, independientemente de que estamos 
dispuestos a intercambiar opiniones en forma permanente con el conjunto de los sectores políticos que 
integran la Comisión y que sabemos que están tan preocupados como nosotros acerca del tema de fondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Planteado el tema y conocida la información de prensa, me corresponde 
señalar que esta Comisión y, en particular, sus miembros, han tenido una presión bastante cercana a lo 
indebido con acusaciones e interpretaciones de nuestra actitud y voluntad por parte de algunas 
personas mencionadas en la prensa, que nosotros en más de una oportunidad censuramos. Inclusive, 
también la han tenido varias bancadas y legisladores que recogieron estos planteos en el interior del 
país y nos los hicieron saber; y, particularmente, la ha tenido la Presidencia de esta Comisión. 


Me alegra que la información de prensa ponga un poco de luz sobre la llamativa insistencia y la perseverante 
dedicación de algunas personas a este tema, más allá de lo lógico y razonable que puede ser el interés de 
algunas personas sobre un proyecto de ley. 


Ahora, la Comisión debe abocarse a un tema de fondo, porque el problema real existe. Además, el daño que 
esta gente ha provocado, va más allá de los damnificados económicos directos que cayeron, quizás, por 
inocencia o por incautos al asociarse al emprendimiento, entregando dinero: han generado la expectativa de 
que hay una solución para el endeudamiento. Me han llamado a mi despacho y a mi teléfono particular y me 
han preguntado cosas concretas, tales como si es cierto que va a haber un préstamo de US$ 10.000 por 
funcionario público para pagar todas las deudas. Estas cosas que parecen ridículas, tiradas a correr en ámbitos 
de extrema necesidad, prenden. Entonces, hoy tenemos el problema de la expectativa que se ha generado en 
la gente. 


Por lo tanto, quiero recoger lo que aquí se ha planteado. 


Tenemos dos modos de pedir un informe: lo puede hacer la propia Comisión o podemos utilizar el 
mecanismo formal y oficial a través de la Cámara. Creo que es esta segunda opción la que queremos llevar 
adelante. El próximo martes hay sesión de la Cámara. Podríamos encomendar al señor Diputado Brenta la 
redacción de una iniciativa. Si esa iniciativa tiene acuerdo, le damos aprobación ficta -no esperamos al 
miércoles- y la ingresamos a la Cámara como un pedido de informes de todos los miembros de la Comisión, 
para que a partir del 1* salga del Parlamento. Si así no fuera, si tuviéramos algunas visiones diferentes, lo 
trataríamos como primer punto del orden del día de la sesión del miércoles y allí lo resolveríamos. ¿Hay 
acuerdo en eso? 


(Apoyados) 


Entonces, confiamos en que el señor Diputado Brenta haga las consultas para redactar un pedido 
de informes que reúna el consenso. 


El segundo tema es el siguiente. Habiendo acuerdo sobre la necesidad de legislar, no deberíamos discutir 
sobre si este es el proyecto base o si lo archivamos ya. Dejemos el proyecto en el orden del día para que el 
tema continúe allí y encomendemos la tarea. Quizás, sería conveniente crear una subcomisión que recogiera 
la voluntad de los legisladores, a fin de que fuera del ámbito normal de la Comisión trabajen en la materia y 
escriban un poco. Ya hay algunas modificaciones formales propuestas por el señor Diputado Mujica; además, 
hay varios interesados. Entonces, fuera del ámbito de la Comisión, que tiene una agenda muy cargada, se 
podría tratar de acordar algo y que luego fuera enviado a la Comisión. Podemos dejar planteada la idea de la 
subcomisión y analizarla e integrarla, según los intereses de cada uno, en la próxima reunión. De lo contrario, 
el tema va a quedar flotando y dependerá de la iniciativa de algún compañero. 


Si hay acuerdo sobre estos puntos, quedarían aprobados. 
SEÑOR ASTI.- Yo estoy de acuerdo con estos temas y supongo que la bancada también. 


Me quería referir a un tema relacionado con este problema. Pedí a la Secretaría que me alcanzara la versión 
taquigráfica de la comparecencia del Movimiento de Funcionarios Públicos Endeudados. No sé si no habría 
que analizarla para ver si delante nuestro se cometieron delitos de usurpación de funciones. 


SEÑOR POSADA.- Tengo la misma inquietud. 


SEÑOR ASTI.- Una persona, si bien no dice que es funcionaria pública, expresa que es integrante del 
Movimiento de Funcionarios Públicos Endeudados y que en su recibo de sueldo se descuenta tanto. 
Recién vimos que no era esto. Entonces, habría que analizar estas declaraciones y, si cabe una acción 
judicial, definir si conviene o no enviar esta versión taquigráfica a la Justicia. Obviamente, todo esto 
estaba destinado a facilitar que la gente se afiliara a esta Cooperativa porque era seguro que se iba a 
obtener un préstamo que, en definitiva, todavía estaba en estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé cómo se instrumentaría una solicitud como la suya, pero estoy 
totalmente de acuerdo con que se haga eso. Todas las Comisiones como las de este Parlamento actúan 
de buena fe y tienen las puertas abiertas para cualquier delegación o ciudadano que tenga una 
inquietud, pero deben custodiar la seriedad, actuando en la medida en que sean engañadas o cuando 
pudieran haber sido testigos de una situación apartada de la normativa. No sé cómo se hace, pero estoy 
de acuerdo en que se analice la versión taquigráfica. Si encontramos algún elemento que pueda ser 
ilícito, haríamos la denuncia del caso. 


SEÑOR MUJICA.- Me gustaría hacer dos consideraciones para que quedaran registradas en la 
versión taquigráfica. 


En primer lugar, quisiera decir que, de los integrantes de la bancada de Gobierno, quien habla era el que 
estaba más a favor del proyecto que se va a archivar o a dejar en suspenso. En realidad, me congratulo de la 
prudencia de todos mis compañeros, que me estuvieron mostrando las debilidades que no veía inicialmente. 


En segundo término, la iniciativa que empezamos a estudiar y que pone al Estado, a través del Banco de la 
República y alguna otra entidad, en el eje de un programa de consolidación posible, también surgió de las 
preguntas que mis compañeros de bancada le hicieron al Presidente del banco mencionado el día de su 
comparecencia; lo único que hice fue resumir. 


Entonces, me gustaría que estas dos constancias quedaran registradas en la versión taquigráfica, porque no 
corresponde otra cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hechas las constancias y dada la inquietud del señor Diputado Asti, esta 
Presidencia va a revisar la versión taquigráfica y, ante alguna duda, la someterá a consideración de la 
Comisión, si los señores Diputados consideran que ese puede ser un mecanismo. 


Se levanta la reunión. 


LA ASOCIACIÓN DE ESCRIBANOS DEL URUGUAY ANTE EL PROYECTO DE LEY DE 
REFORMA TRIBUTARIA 


El proyecto de ley de reforma tributaria establece en su exposición de motivos cuáles son sus objetivos, a 
saber: la equidad, la eficiencia del sistema y el incentivo a la inversión productiva y el empleo. 


Pero una cosa es la aspiración de cumplir esos objetivos y otra muy distinta es encontrar los instrumentos 
adecuados para lograr hacerlos efectivos en los hechos. Como expresa la exposición de motivos precitada: "... 
de nada sirve formular una estructura teóricamente perfecta, si la misma prescinde de los limites que la 
realidad impone". 


Al respecto la Asociación de Escribanos del Uruguay, como gremio al que pertenecen más de seis mil 
afiliados profesionales juristas, entiende que es su derecho y su obligación hacer llegar las reflexiones que le 
merece el proyecto. 


Los objetivos propuestos podrían verse afectados en tal medida que la vulneración de los mismos sería 
inevitable, al menos en los puntos que se referencian, en especial en cuanto a que algunas de las normas 
proyectadas afectarían la equidad y eficiencia del sistema, y otras incidirían de tal forma en materia 
inmobiliaria que desestimularían la inversión en dicho rubro, provocando desocupación en el sector de la 


construcción y disminución en las transacciones inmobiliarias y ocasionarían como consecuencia inevitable 
superviniente, serios perjuicios en la sociedad en general y en los ingresos de la actividad notarial. 


Los aspectos que merecen tales consideraciones son los siguientes: 
1) IMPUESTO A LA RENTA - INCREMENTOS PATRIMONIALES. 


Enajenaciones de inmuebles (Art. 8 del proyecto, sustitutivo de Arts. 17 al 22 del Titulo 7 del Texto 
Ordenado de 1996). 


Esta Asociación entiende que no es conveniente la aplicación de una mayor carga fiscal sobre la circulación 
de los bienes, consecuente con lo establecido en el acápite de este informe. 


La forma en que se ha previsto la liquidación del Impuesto a la Renta sobre el incremento patrimonial en la 
enajenación de inmuebles, contradice los objetivos que titulan este apartado, así como lo manifestado en la 
exposición de motivos del proyecto, en cuanto dice que "el peor de los fracasos es el que deriva de la brecha 
entre las normas aprobadas por el Parlamento y su efectiva aplicación, brecha que se manifiesta en las 
múltiples conductas de evasión y elusión. " 


No se debería dejar la determinación del monto imponible de un impuesto al arbitrio del sujeto pasivo del 
mismo, entendiendo en esta hipótesis la fijación del precio de venta, por cuanto dicho sujeto determinaría de 
manera indirecta el monto a tributar y, en el caso, ese monto podrá ser acordado inter-partes, tras el objetivo 
de pagar lo menos posible, atentando de esta forma contra la transparencia del mercado y la seguridad 
jurídica y registral de la contratación. 


A esto debemos agregar el riesgo de "desbancarización" de las negociaciones en materia de inmuebles, a 
efectos de evitar la comprobación de los fondos efectivamente destinados a la adquisición de bienes, con las 
consiguientes consecuencias negativas entre otros para el sistema financiero, el control de masa dineraria en 
circulación y el eventual blanqueo de capitales. 


Por ello, a efectos de evitar los inconvenientes expuestos, el monto imponible debería fijarse en base a 
valores objetivos de tipo fiscal, eliminándose el precio como valor de referencia para su determinación. 


Para el caso de que el Poder Legislativo entienda que no es posible excluir del Proyecto de Ley la imposición 
sobre estas operaciones, se sugiere optar en sustitución del Impuesto a la Renta sobre incrementos 
patrimoniales proyectado, por un aumento de tasa en la parte que corresponda a la parte enajenante del 
Impuesto a las Transmisiones Patrimoniales, impuesto éste de clara percepción y recaudación para lo cual se 
cuenta ya con un agente de retención calificado como es el Escribano, que no le significa costo extra alguno 
al Estado, evitándose así la eventual evasión en su percepción, por liquidarse sobre valores reales fijados por 
el propio Estado. 


De esta forma se resolvería asimismo otro eventual problema que traería aparejado la aplicación del impuesto 
sustituido, en cuanto a que de liquidarse conforme a lo proyectado, acarrearía ciertamente un 
desfinanciamiento de la Caja Notarial de Seguridad Social, tal como esa Institución ha expresado en 
múltiples ocasiones a través de informes elevados a las autoridades. Debe tenerse en cuenta que el 85% de 
los ingresos de la Caja Notarial provienen del Montepío, del cual un 70% corresponde a las intervenciones 
notariales en trasmisiones patrimoniales inmobiliarias. 


Por el contrario, de mantenerse por parte de los señores legisladores la propuesta del proyecto, igualmente 
debería ser modificada la forma de fijación del "monto imponible", el que debería necesariamente 
establecerse en referencia a valores fijados por el propio Estado (valores reales o fiscales), lo cual le brindaría 
objetividad y transparencia al sistema. 


En otro orden de ideas y dentro de las deducciones previstas para la determinación de la renta por este 
incremento patrimonial, deberían deducirse entre otros: los honorarios profesionales abonados por el 
enajenante, en ocasión de la compra del bien, así como el ITP que abonó el contribuyente del IRPF en la 
adquisición (el proyecto sólo prevé la deducción del ITP abonado por el enajenante), incurriéndose en una 
hipótesis de doble imposición). 


2) IMPOSICIÓN DEL IVAA LA AGREGACIÓN DE VALOR ORIGINADA EN LA CONSTRUCCIÓN 
BAJO MODALIDAD ADMINISTRACIÓN) y A LA PRIMERA ENAJENACIÓN. 


(Arts, 15, 16 Y 25 Letra "I" del Título 7 del proyecto que sustituyen a los Arts. 1, 2 Y 18 del Título 10 del 
Texto Ordenado de 1996). 


La imposición del IVA: sobre la agregación de valor en los inmuebles en casos de obras por administración 
(Arts. 15 y 16), como asimismo sobre la primera enajenación efectuada por las "empresas constructoras" 
(Art. 25), agregará un costo adicional a los ya existentes. 


Si bien esta norma favorecería la formalización del ramo de la construcción, implicará un traslado a los 
precios de venta del nuevo impuesto, lo que consiguientemente, incidirá en el mercado inmobiliario. 


3) RENDIMIENTOS DE CAPITAL INMOBILIARIO (Art. 8 del proyecto, sustitutivo de Arts. 13 Y 16 del 
Titulo 7 del Texto Ordenado de 1996). 


Se proyecta gravar la renta derivada del arrendamiento de bienes inmuebles, subarrendamiento, constitución, 
cesión de derechos o facultades de uso y goce de los mismos. 


Se agrega a este nuevo costo la facultad del Poder Ejecutivo de establecer la obligatoriedad de la inscripción 
registral de los arrendamientos y subarrendamientos. 


Estos nuevos costos seguramente trasladarán en la negociación a los arrendatarios o beneficiarios, quienes 
constituyen el sector de la sociedad con menos poder adquisitivo, lo que atenta contra el principio de 
relacionar la capacidad contributiva con la carga tributaria que se proyecta imponer. 


4) SISTEMA NOTARIAL DE SALUD Art. , 8 del proyecto, sustitutivo de Art. 38 literal "B" del Titulo 7 del 
Texto Ordenado de 1996) -Deducciones. 


El proyecto no prevé deducir de las rentas del trabajo los aportes al Sistema Notarial de Salud, establecidos 
obligatoriamente por la ley 17.437 de 20 de diciembre de 2001, mient/ras que expresamente admite la 
deducción de aportes a DISSE (artículo 38 literal B del Capítulo II). 


Esto generaría una falta de equidad -seguramente no querida- para los escribanos y empleados afiliados a la 
Caja Notarial de Seguridad Social con respecto a los trabajadores amparados por DISSE, que atenta 
directamente contra uno de los principios básicos de todo sistema de imposición fiscal: la igualdad de 
tratamiento de los contribuyentes. 


Se sugiere modificar el literal B del artículo 38 del Titulo 7 del Texto Ordenado 1996, conforme al texto 
propuesto por el artículo 8 del Proyecto de Reforma Tributaria, dándole la siguiente redacción: "... B) Los 
aportes a DISSE y al Fondo de Reconversión Laboral, y los aportes de activos y pasivos al Fondo Sistema 
Notarial de Salud previstos por el artículo 35 de la ley N* 17.347 de 20 de diciembre de 2001. En el caso de 
jubilados y pensionistas del Banco de Previsión Social podrán deducirse los montos pagados en aplicación 
del artículo 188 de la Ley_N* 16.713 de 3 de setiembre de 1992", 


5) PASIVOS 


Desde el punto de vista fiscal se considera renta "el producido económico derivado de bienes, derechos o 
actividades aplicados a la función productiva regular." 


De acuerdo con el diccionario de la lengua española, una de las acepciones del vocablo "pasividad" es el de 
"prestación social" que un sistema previsional determinado da a sus afiliados que han confirmado causal para 
beneficiarse de ella. 


En nuestro país tanto la Ley 16.713 Art. 15, acerca de las prestaciones a cargo del B.P.S., como la Ley 17.437 
Art. 51 de aplicación a la Caja Notarial de Seguridad Social, claramente refieren que las prestaciones por 
vejez, invalidez, etc., son las jubilaciones, pensiones, subsidios por enfermedad. 


La naturaleza de la prestación de previsión social es asimilable a un seguro social. No provienen de 
actividades productivas o económicas de especie alguna, sino que responden al principio de asegurar al 


pasivo el mismo nivel de vida que logró procurarse durante su período de actividad. 


Para el caso de que no se compartieran los criterios expuestos y se insistiera en gravar dichos ingresos, 
coincidimos con las Asociaciones de Afiliados a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios y la Caja Notarial de Seguridad Social, en el sentido de que al proyecto de ley propuesto 
debería practicársele ciertos ajustes, tales como: 


1.- Que el mínimo no imponible sea el equivalente a 120 unidades de BPC ($ 14.820 mensuales al día de 
hoy). 


2. - Que se admita la opción de liquidar el impuesto considerando al núcleo familiar. 
3. - Que se admita una deducción por gastos de salud y supervivencia del 15% de los ingresos brutos. 
4. - Que se aplique una alícuota única de 10% para los ingresos gravados. 


5. - Que este régimen sea de aplicación a los jubilados y pensionistas de todos los institutos de seguridad 
social del país. 


6) MONTO MÍNIMO NO IMPONIBLE. 


El monto mínimo no imponible del IRPF es sumamente bajo, puesto que doctrinariamente se considera que 
la cuantía del mismo debe ser suficiente para mantener un nivel de vida decoroso en el núcleo familiar. 


Nuestro gremio se caracteriza por la cristalinidad en su sistema de aportación, que mantiene una 
proporcionalidad absoluta con los ingresos efectivamente percibidos y puede afirmarse con absoluta certeza 
si tenemos en cuenta nuestra realidad, que al menos el cuarenta y cinco por ciento (45%) de los escribanos 
activos tienen un ingreso inferior al necesario para cubrir la canasta mínima de consumo. 


Es por ello que sostenemos que el mínimo no imponible debería adecuarse al equivalente a la canasta mínima 
de consumo. 


7) DESCUENTO DE HONORARIOS PROFESIONALES 


Entendemos que debería incluirse dentro del artículo de las deducciones (Art. 8 del proyecto modificativo del 
Art. 38 del Texto Ordenado de 1996), la posibilidad de que el contratante pudiera descontar lo pagado por 
concepto honorarios profesionales. 


Esto tendrá como consecuencia una mayor recaudación por concepto de IVA y creemos no altera la filosofía 
del proyecto de ley, en tanto fue expresamente contemplado al referirse a la renta computable para el caso de 
los arrendamientos (artículo 14, Capítulo II del Titulo 7 del Texto Ordenado 1996). 


Nuestra Asociación de Escribanos del Uruguay, en defensa de sus afiliados, que constituyen pilares 
fundamentales de colaboración con el Estado, tanto por el ejercicio de funciones delegadas como por su 
permanente intervención como agentes de retención y contralor de las obligaciones de los contribuyentes, 
solicita la especial consideración de los conceptos y aportes vertidos en este informe. 


Montevideo, 28 de junio de 2006. 


Escribano Gerardo de los Reyes 
Presidente 
Escribana Ana Canobbio 
Secretaria 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


